Sentencia 243/2004, de 16 de diciembre, en relación con la Ley de las Illes Balears 6/1995, de 21 de marzo, de actuación de la Comunidad Autónoma en la aplicación de las medidas judiciales sobre menores infractores.

a)
Antecedentes

-
Promotor del recurso: Estado (nº 2375/1995).

-
Norma impugnada: Ley de las Illes Balears 6/1995, de 21 de marzo, de actuación de la Comunidad Autónoma en la aplicación de las medidas judiciales sobre menores infractores.

-
Extensión de la impugnación: Artículos 4.1, último inciso; 5; 6 y 7 de la Ley.

-
Motivación del recurso: Considera el Estado que los preceptos impugnados, artículo 4.1, último inciso y art. 5 invaden la competencia exclusiva del Estado en materia de legislación procesal (art. 149.1.6ª CE), mientras que los artículos 6 y 7 de la Ley ignoran la competencia exclusiva estatal sobre legislación penal (art. 149.16ª CE) conculcando de este modo el principio de igualdad en las condiciones de ejercicio de los derechos y cumplimiento de los deberes constitucionales (art. 149.11ª CE).

b)
Comentario - resumen

1.
Analiza en primer lugar la sentencia el contenido de los arts. 4.1 in fine y 5 de la Ley impugnada, señalando el art. 4.1 que las medidas de corrección aplicables a los menores podrán ser “bien las que enumera el artículo 2.4 de la Ley Orgánica reguladora de la competencia y el procedimiento de los juzgados de menores, bien otras medidas enumeradas en el artículo siguiente y tendentes a evitar el proceso”.

El recurso se ciñe a este último inciso. Por su parte, el art. 5, determina lo siguiente:

‘Artículo 5. Medidas tendentes a evitar el proceso.

Las medidas que tienen a evitar el proceso penal son:

1.
 La reparación extrajudicial del daño supone un enfrentamiento del menor con su propia conducta y las consecuencias derivadas de ella, realizado a través de una intervención de tipo educativo y por instancia judicial. La reparación del daño implica la responsabilización del menor por sus actos a través de la obligación de reparar o compensar en todo o en parte los daños causados según sus propias posibilidades. De acurdo con la víctima se procederá a la cuantificación del mismo, y el modo y tiempo de realización de la actividad reparadora. En ningún momento se aceptará cantidad ni reparación alguna que no provenga del trabajo o actividad del propio menor. El consentimiento del menor quedará reflejado por escrito.

2
 La conciliación participa de la anterior en todas sus finalidades excepto en relación con el carácter económico. Se realizará en unidad de acto y con constancia por escrito”.

En relación con estos preceptos destaca la sentencia el carácter procesal de los mismos dada “la naturaleza procesal del procedimiento utilizado para el ejercicio de la función correctora por los Juzgados de Menores, que forman parte del Poder Judicial como ‘órganos jurisdiccionales ordinarios pero especializados’ (por todas, SSTC 60/1995, de 17 de marzo, F.J. 6; 211/1993, de 28 de junio, F.J. 4 y 233/1993, de 12 de julio, F.J. 2)”.

Este carácter procesal de dichos preceptos resulta por una parte de “la atención al elemento teleológico singularizado por el legislador autonómico, que ha hecho hincapié precisamente en la idoneidad de estas medidas para ‘evitar el proceso’ (art. 4.1, último inciso y primera frase del art. 5)”, y por otra en atención a que en las “dos figuras el legislador balear ha partido de la necesidad insoslayable de la intervención de ‘instancia judicial’ (art. 5.1, primer párrafo), estableciendo requisitos inexcusables para que ambas surtan el efecto de evitar el proceso. Así se exige, en el caso de la reparación extrajudicial del daño, que la cantidad o reparación provenga únicamente ‘del trabajo o actividad del propio menor’, cuyo consentimiento ‘quedará reflejado por escrito’ (art. 5.1, segundo párrafo). Con respecto a la conciliación se ordena su realización ‘en unidad de acto y con constancia por escrito’ (art. 5.2)”.

Se trata en definitiva, manifiesta el Tribunal, “de la regulación de los requisitos que determinados actos, en este caso la reparación o compromiso de reparación del daño y la conciliación entre el menor y la víctima, deben reunir para que el proceso no concluya mediante sentencia en la que, llegado el caso, se impongan al menor medidas de contenido educativo-sancionador”, por lo que concluye que nos hallamos “ante un supuesto en el que se decide nada menos que el ejercicio de la acción penal, resulta inconcusa la naturaleza procesal de cuantas medidas puedan determinar el sentido de tal decisión y la consiguiente limitación de la discrecionalidad del Ministerio Fiscal en este punto”.

Así pues, negando el Tribunal la posibilidad de que los preceptos objeto de examen contengan “singularidades procesales conectadas con el Derecho sustantivo autonómico que le permitan regular estos aspectos, declara la inconstitucionalidad de estos preceptos en cuanto invaden la competencia exclusiva del Estado en materia de legislación procesal”. (F.J. 7).

2.
En cuanto a la impugnación de los artículos 6 y 7 de la Ley, estos preceptos determinan lo siguiente:

“Artículo 6. Medidas Judiciales en medio abierto.

Serán dictadas por el juez en cualquier momento del proceso o en la resolución del mismo e implican la no separación del menor del lugar de su residencia habitual.

1. La amonestación se llevará a cabo en la forma en que se considere conveniente para el cumplimiento del fin de concienciación y responsabilización del reproche social de los actos del menor. Podrá ser llevada a cabo directamente por el juez o delegarla en la autoridad administrativa. Consistirá en realizar con el menor un análisis de los actos realizados, el reproche social que los mismos suponen, y las consecuencias que de ellos pueden derivarse, instándole a la no realización de los mismos.

2. La libertad vigilada se adoptará siempre que sea aconsejable y será realizada por el equipo específico de la Dirección General de Juventud, Menores y Familia que se determine, y consistirá en la ayuda socioeducativa por medio del control y seguimiento desarrollado con la colaboración de los recursos sociales y educativos del entorno del menor de manera continuada con la finalidad de que el menor consiga su autonomía personal y una efectiva integración sociofamiliar.

3. La prestación de servicios en beneficio de la comunidad es una actividad de interés general en beneficio de toda la colectividad consistente en la obligación de prestar cooperación, de carácter gratuito. en determinados servicios públicos o en entidades de carácter privado sin ánimo de lucro y con fines de interés social. A tal efecto, la resolución judicial fijará la duración de la prestación a desarrollar que se llevará a cabo en períodos compatibles con la actividad laboral o formativa del menor.

4. Se ofrecerá al menor tratamiento ambulatorio, cuanto así se resuelva, en los centros de salud, unidades de salud mental, centros de día y cuantos centros se habiliten para ello dentro de la red ordinaria.

5. La acogida por otra persona o núcleo familiar supone otorgar temporalmente la guarda de un menor a una persona o personas distintas de aquellas con las que venía conviviendo, con la intervención de la entidad pública, con el objeto de recibir el apoyo suficiente para una atención y educación adecuadas a su edad y circunstancias. La Administración autonómica garantizará la idoneidad de los acogedores”.

“Artículo 7. Medidas judiciales en un medio institucional.

1. El internamiento de uno a tres fines de semana se llevará a cabo por determinación del juez en cualquiera de los centros de régimen semiabierto o cerrado de que dispone la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares. Se entenderá, a efectos de esta ley, por fin de semana desde las 20 horas del viertes a las 8 horas de lunes sin que la duración total de la medida pueda exceder de 48 horas.

2. En el internamiento en régimen abierto el menor tendrá la obligación de residir en un centro, integrado en el ámbito de protección, en un régimen de convivencia similar al familiar, realizando fuera del centro sus actividades escolares o laborales, pudiendo disfrutar de fines de semana y períodos vacacionales en su propio hogar si ello es posible y se considera conveniente por el equipo técnico del centro.

3. El internamiento en un centro de carácter terapéutico se realizará en aquellos centros residenciales que ofrecen tratamiento especializado de carácter sanitario y educativo a través de la red ordinaria, tales como comunidades terapéuticas, unidades hospitalarias y cuantos recursos se habiliten para ello.
4. El internamiento en régimen semiabierto consiste en la obligación de residir en centros de carácter socioeducativo en los que el menor desarrolle hábitos de convivencia, actividades rehabilitadoras y apoyo psicosocial en relación supervisada con el medio donde esté ubicado. Las salidas del centro por parte del menor deberán ser puestas en conocimiento del Juzgado y del Ministerio Fiscal. La actividades escolares y prelaborales podrán realizarse fuera del centro en aquellos casos en que no se ponga en peligro la aplicación de la medida. 5. El internamiento en régimen cerrado impone la obligación de residir en un centro de tratamiento socioeducativo en el que el menor desarrolle hábitos de convivencia y en el que se someta a actividades rehabilitadoras y apoyo psicosocial. Los centros de cumplimiento de régimen cerrado estarán a cargo de personal con formación específica que garantice la custodia y seguridad de los menores así como su seguimiento individualizado. Los menores sujetos a esta medida no podrán salir del centro sin autorización judicial y cuando sea necesario lo harán acompañados de personal habilitado”.

Respecto de estos preceptos, señala el Tribunal que “las medidas correctoras que pueden acordar los órganos jurisdiccionales integrantes de la justicia de menores representan las consecuencias jurídicas diseñadas por el legislador para el menor infractor. Habida cuenta de que las mismas conllevan una privación o restricción de bienes jurídicos, resulta indiscutible la incardinación constitucional de la definición de su contenido en el ámbito de la legislación penal. Se trata, por lo demás, de un criterio ya avanzado en nuestra STC 36/1991, en particular FF.JJ. 7 y 8, entonces por referencia al principio de tipicidad”, declarando por tanto inconstitucionales “aquellos apartados de los preceptos legales impugnador que incorporen una determinación del contenido de las medidas. Ello es así por cuanto incorporan una especificación de la carga aflictiva de la resolución cuya ponderación está reservada al legislador estatal en virtud del art. 149.1.6ª CE”. “A mayor abundamiento, cuando la determinación del contenido lo es de una medida privativa de libertad, entonces nos hallamos en el ámbito expresamente reservado a la Ley Orgánica en virtud del art. 81.1 CE (por todas, STC 118/1992, de 16 de septiembre, F.J. 2). Esto es lo que sucede en las medidas reguladas en el art. 7 de la Ley autonómica, que implican todas ellas privación de libertad. Consecuentemente, la definición que el legislador autonómico ha hecho de su contenido, prestando especial atención a las obligaciones que conllevan para el menor infractor, representa una intromisión en la competencia exclusiva del Estado en materia de legislación penal”.

“Por lo que respecta al art. 6, debemos apreciar vulneración del sistema de distribución de competencias en aquellos apartados en los que se procede a una definición del contenido de las medidas correctoras que pueden imponer los Jueces de Menores. Esto deja a salvo el apartado cuarto, pues en él se contiene únicamente una previsión organizativa relativa a los centros y unidades en los que la Administración autonómica podrá dispensar tratamiento ambulatorio a los menores y la segunda frase del apartado cinco, de acuerdo con la cual ‘la Administración autonómica garantizará la idoneidad de los acogedores’ en el caso de que la medida consistiera en la acogida por otra persona o núcleo familiar, ahora por referencia a la ‘convivencia con otra persona, familia o grupo educativo’ [art. 7.1 i) de la Ley Orgánica 5/2000]”. (F.J. 8).

3. Para terminar, matiza la sentencia el alcance de los efectos del pronunciamiento declarando que “habida cuenta de que los arts. 4.1 in fine y 5 permanecieron suspendidos en virtud del ATC 292/1995, de 24 de octubre, debemos señalar que la declaración de inconstitucionalidad, y consiguiente nulidad, de los preceptos legales impugnados, con las salvedades ya reseñadas, no afectará, por razones de seguridad jurídica, a las resoluciones firmes que hubieran podido dictarse formalmente en aplicación de los arts. 6 y 7 de la Ley 6/1995, de 21 de marzo del Parlamento de las Illes Balears, de actuación de la Comunidad Autónoma en ejecución de las medidas judiciales sobre menores infractores”. (F.J. 9).

4. Por último, en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:

“Estimar en parte el recurso de inconstitucionalidad nº 2375/1995 y declarar que son inconstitucionales y, en consecuencia, nulos los siguientes preceptos de la Ley del Parlamento de las Illes Balears 6/1995, de 21 de marzo, de actuación de la Comunidad Autónoma en aplicación de las medidas judiciales sobre menores infractores:

a) El artículo 4.1, último inciso (‘bien otras medidas enumeradas en el artículo siguiente y tendentes a evitar el proceso’), y el artículo 5. b) Los artículos 6 (a excepción del apartado cuarto y de la segunda frase del apartado quinto, ‘La Administración autonómica garantizará la idoneidad de los acogedores’) y 7, con los efectos señalados en el Fundamento Jurídico noveno”.

